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Para añadir el inciso (e) de la Sección 1033.18 de la Ley Núm. 1-2011, según enmendada, conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”, a fin de otorgar una deducción contributiva a toda persona responsable de pagar la educación de estudiantes en escuelas privadas, instituciones escolares privadas o colegios privados por la cantidad de quinientos (500) dólares.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Como es de conocimiento público, Puerto Rico enfrenta varias situaciones que impactan directa o indirectamente el potencial de nuestro país de poder planificar un crecimiento y desarrollo sostenido, sobre todo en aquello relacionado con la fortaleza y sostenibilidad de los sistemas educativos.  Así las cosas, en los pasados años, nuestra jurisdicción enfrentó múltiples retos de emergencias, tales como los eventos sísmicos, eventos atmosféricos y pandémicos, por ejemplo: el 20 de septiembre de 2017, nuestro País recibió el impacto directo del Huracán María, el cual impactó nuestra isla como un huracán categoría 4, incluyendo vientos sostenidos de 155 millas por horas. Con relación con el impacto económico, el análisis presentado en el 2017 por Estudios Técnicos, Inc., indica, entre otras cosas, que los daños causados por el Huracán María se estiman entre $16 billones y $20 billones. Además, menciona que el sistema eléctrico y de comunicaciones de Puerto Rico, se afectarían por la cantidad de $1.6 billones y $567 millones, respectivamente. En ese contexto, el estudio emitido por la U.S. Government Accountability Office en el 2018, argumenta que los huracanes Irma y María afectaron aún más la depresión económica nuestra jurisdicción. De otra parte, en marzo de 2020, el Gobierno de Puerto Rico declaró un estado de emergencia para prevenir y controlar la propagación del Coronavirus (COVID-19) en nuestra Isla, incluyendo cierres gubernamentales y privados, necesarios en aquel momento para combatir los efectos del Coronavirus (COVID-19) y controlar el riesgo de contagio. Previo a la pandemia, el Gobierno de Puerto Rico había declarado también un estado de emergencia por motivo de actividades sísmicas acontecidas en nuestra isla, que ocasionaron daños significativos a la infraestructura crítica y atentaron contra la seguridad pública, los servicios básicos a la ciudadanía, la actividad económica y el bienestar social de Puerto Rico. Estos eventos históricos, han probado incansablemente nuestra capacidad de ser resilientes, pero de la misma manera han mermado nuestros recursos y nos han obligado a hacer inversiones considerables que nos ayuden a garantizar nuestra sostenibilidad.

 El creciente reto demográfico que se hace palpable en las estadísticas oficiales del Instituto de Estadísticas nos deja ver un cuadro claro sobre la merma en la cantidad de estudiantes del sector privado de la educación. Entre muchas otras cifras, podemos ver que la merma en los pasados 12 años ha sido de aproximadamente el 30%, disminuyendo de un total de 160,991 estudiantes para el año académico 2010-2011 a 108,843 estudiantes en el 2022-2023, para una disminución de 52,142 estudiantes. Los datos relativos al Departamento de Educación no se encuentran en este informe, pero son proporcionalmente impactantes. Ahora bien, los estudiantes del sector privado no se mueven necesariamente al Departamento de Educación, sino que en su mayoría son el producto de los profesionales que han emigrado y continúan emigrando del país, buscando mejores oportunidades y calidad de vida.

El problema demográfico en Puerto Rico es serio, y aunque el tema se discute en diferentes foros, la solución no es tan sencilla ni se alcanza cambiando uno o dos parámetros únicamente. Es un problema multifactorial, que requiere de muchos esfuerzos diferentes dirigidos a mermar el impacto poblacional. Este proyecto tiene el alcance de implementar una ayuda en esa misma dirección, y aunque no solucionaría la totalidad del problema, colaborará incentivando a los padres o tutores legales que tomen la decisión de criar y educar a estudiantes en Puerto Rico y llevarlos a colegios privados.

Como es de conocimiento, son muchos los profesionales jóvenes que deciden establecerse fuera de PR por diferentes razones, y los que permanecen aquí, aportando al desarrollo de nuestro país, están optando por tener pocos o ningún hijo, entre otras cosas por el elevado costo que representa traer un niño al mundo. El factor educativo para este grupo profesional es de vital importancia, precisamente porque esta comunidad lo ve como una prioridad. Educar a sus hijos en colegios privados representa una ventaja en términos de poder elegir el tipo de educación deseada, la seguridad, garantías académicas de ingreso a universidades dentro y fuera de nuestra jurisdicción, oportunidades extracurriculares, entre otros, lo cual representa un compromiso económico mientras dure el proceso educativo.

Estos contribuyentes, aportan a la educación pública del país mediante el pago de contribuciones, mientras desembolsan igualmente para el pago de la educación privada.

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:
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Artículo 1.- Se añade el inciso (e) de la Sección 1033.18 a la Ley 1-2011, según enmendada, conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico” para que lea como sigue:
“Sección 1033.18.- Concesión por Exenciones Personales y por Dependientes
(a) …
…	
(b) ….
     …..
     ….. 	
(e) Se concederá para cada año contributivo del contribuyente una exención de quinientos (500) dólares a todo padre, madre o tutor legal que pague la educación privada de estudiantes en escuelas privadas, instituciones privadas o colegios privados.  La exención contributiva será de (250) dólares a cada uno en el caso de padres con derecho a custodia compartida.
Artículo 2.-Vigencia
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente tras su aprobación y será efectiva a partir del año contributivo que comienza con posterioridad al 31 de diciembre de 2024.
